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EL DERECHO A LA DEFENSA TÉCNICA EN EL PROCESO JURISDICCIONAL DE 
COBRO COACTIVO ADELANTADO POR LA DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y 
ADUANAS NACIONALES DE COLOMBIA. 
 
 
THE RIGHT TO TECHNICAL DEFENSE IN THE COURT COURT JURISDICTIONAL 
PROCESS ADVANCED BY THE DIRECTORATE OF NATIONAL TAXES AND 





La ley ha establecido facultades a la Administración, entre otras, la de adelantar cobros 
coactivos para la recaudación directa de deudas en su favor, sin que medie la 
intervención judicial.  
 
Partiendo del supuesto de que el TITULO VIII del Estatuto Tributario (Decreto 624 de 
1989 con sus modificaciones y/o reformas) establece las facultades y procedimientos 
para el cobro coactivo de las diferentes deudas fiscales, estas no son otras que y como 
lo ha señalado la Jurisprudencia Colombiana a lo largo de los años un “privilegio 
exorbitante” de la administración, por desconocer ente otros, los derechos 
fundamentales relacionadas a una real garantía constitucional del derecho de defensa 
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The law has empowered the administration, among others, to advance coercive 
charges for the direct collection of debts in its favor, without the intervention of the 
courts. 
 
TITLE VIII of the Tax Statute (Decree 624 of 1989 with its amendments and / or 
reforms) The faculties and procedures for the coercive collection of the different tax 
debts, these are not other than and as has been indicated Colombian Jurisprudence 
throughout the Years an "exorbitant privilege" of the administration, because it ignores 
others, fundamental rights related to a real constitutional guarantee of the right to 
technical defense and procedural equality, justified in the need to meet the 
requirements of public administration. 
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El derecho a la defensa técnica en un 
proceso jurisdiccional, tiene su 
importancia por cuanto en la actualidad 
es un derecho que no ostenta garantía 
efectiva, porque sencillamente cuando 
la persona ejecutada en un proceso 
coactivo, no cuente con recursos 
económicos para sufragar los gastos y 
costos que pueda implicar la asesoría 
jurídica de un abogado y el trámite 
pertinente, se queda sin defensa técnica 
para ello; pues las entidades territoriales 
o Unidades Administrativas Especiales 
de Orden Nacional, como el caso de la 
Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales, en adelante D.I.A.N., que 
está adscrita al Departamento de 
Hacienda y Crédito Público, al adelantar 
procesos jurisdiccionales de cobro 
coactivo en contra de personas 
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naturales, no solicitan al Sistema 
Nacional de Defensoría Pública de la 
Defensoría del Pueblo, Defensor 
Público para aquellos ejecutados que no 
tengan o acrediten no tener capacidad 
económica, generándole al sujeto 
pasivo-ejecutado consecuencias 
patrimoniales negativas, como lo son, 
entre otros, el embargo y posterior 
remate de sus bienes, por cuanto, la 
ausencia de defensa técnica no 
suspende en ninguna etapa el proceso 
coactivo.  
 
El estudio de este proyecto tiene un 
impacto positivo, específicamente para 
aquellas personas con pequeños o 
pocos recursos económicos, que por su 
situación financiera y una vez ello se 
acredite, Constitucionalmente deberían 
estar amparadas por el Estado para el 
ejercicio de sus derechos a través de 
abogados capacitados e instruidos en el 
tema. 
 
El texto que se presenta, es el resultado 
de una investigación de carácter 
explorativo que se aspira sea utilizado 
como fuente de información por la 
recopilación bibliográfica y el análisis 
jurisprudencial realizado por las altas 
Cortes Colombianas   
 
1.1 PLANTEAMIENTO DEL 
PROBLEMA 
 
1.1.1. DESCRIPCIÓN DEL 
PROBLEMA 
 
En los procesos de cobro coactivo 
adelantados, específicamente por la 
Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales de Colombia, la D.I.A.N., no 
se consagra la figura del Defensor 
Público, para aquellas personas de 
escasos o pocos recursos económicos y 
tampoco es éste un impedimento para 
la continuación del proceso 
jurisdiccional; por el contrario, sigue su 
curso normalmente, a tal punto que 
podría vulnerarse derechos  
fundamentales como la defensa e 
igualdad de los ejecutados. 
Problemática que involucra a aquellas 
personas en condición especial, que 
deberían ser protegidas por el Estado 
Colombiano, para garantizarle 
condiciones de igualdad real y efectiva. 
 





¿CÓMO OPERA EL DERECHO A LA 
DEFENSA TÉCNICA EN EL PROCESO 
JURISDICCIONAL DE COBRO 
COACTIVO ADELANTADO POR LA 
DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y 





1.2.1. Objetivo General 
 
Estudiar el derecho a la Defensa técnica 
en el proceso jurisdiccional de cobro 
coactivo adelantado por la Dirección de 






- Analizar la normativa aplicable 
para la entidad pública D.I.A.N., 
al iniciar el cobro coactivo. 
- Precisar las consecuencias de la 
imposibilidad de defensa técnica 
en los juicios de cobro coactivo 
ante la D.I.A.N. 
- Formular la necesidad de 
implementación de la defensa 
técnica en los juicios ante la 
Jurisdicción coactiva.   
 
2. METODOLOGÍA 
Sujetos: Para el presente proyecto se 
tienen a las entidades territoriales o 
Unidades Administrativas Especiales de 
Orden Nacional, específicamente la 
Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales, en adelante D.I.A.N. 
 
Técnica e instrumentos: Las 
implementadas en el presente proyecto 
como fuentes primarias son la de 
observación, y como fuente secundaria, 
se usó la técnica de recolección de 
información mediante fichas y análisis 
de documentos, obrantes en libros, 
artículos, leyes y jurisprudencia 
nacional. 
 
Procedimiento: Se estudió, analizó 
información valiosa para la presente 
investigación a partir del Decreto 624 de 
1989 con sus modificaciones, inclusive 
la reforma tributaria 1819 de 2016, así 
como análisis jurisprudenciales y 
estudio de doctrina nacional; finalmente 
se recopiló la información realmente 





3. ANÁLISIS O DESARROLLO 
 
3.1. ¿QUÉ ES LA JURISDICCIÓN 
COACTIVA? 
Según la Honorable Corte 
Constitucional, mediante Sentencia de 
Constitucionalidad No. 666 del año 
2000, con ponencia del Doctor JOSÉ 
GREGORIO HERNÁNDEZ GALINDO, 
ha precisado que la jurisdicción coactiva 
es: “(…) un "privilegio exorbitante" de la 
Administración, que consiste en la 
facultad de cobrar directamente, sin que 
medie intervención judicial, las deudas a 
su favor, adquiriendo la doble calidad de 
juez y parte, cuya justificación se 
encuentra en la prevalencia del interés 
general, en cuanto dichos recursos se 
necesitan con urgencia para cumplir 
eficazmente los fines estatales.”; es 
decir, se busca como fin primordial y 
único la recuperación de unos recursos 
estatales, para la satisfacción de los 
fines esenciales del Estado Colombiano, 
que no el de los particulares, los 
primeros, descritos Constitucionalmente 
en el artículo segundo Superior, que 
son: servir a la comunidad, promover la 
prosperidad general, entre otros; para 
alcanzar dichos fines, señala que las 
autoridades de la República están 
instituidas para proteger a las personas 
(…) “y asegurar el cumplimiento de los 
deberes sociales del Estado y el de los 
particulares”; así las cosas, es un deber 
de las autoridades exigir que los 
particulares cumplan los compromisos 
adquiridos con respecto del Estado 
Colombiano, en primacía siempre de 
garantizar el interés general, para el 
caso concreto, que cumpla con las 
obligaciones patrimoniales y/o de 
carácter pecuniario, pues se logra la 
obtención del pago forzado de las 
obligaciones fiscales o recursos de la 
Administración, mediante el embargo y 
posterior venta en pública subasta de 
los bienes adquiridos por el deudor 
renuente al pago voluntario de las 
obligaciones.  
 
Proceder de las entidades territoriales, 
que está garantizado o respaldado en la 
Constitución Política de Colombia de 
1991, en su TITULO  XI “DE LA 
ORGANIZACION TERRITORIAL”, 
CAPITULO 1. “DE LAS 
DISPOSICIONES GENERALES” que 
señala que las entidades territoriales, 
los departamentos, los distritos, los 
municipios y los territorios indígenas, y 
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por ley también podrán tener éste 
carácter de entidades territoriales las 
regiones y provincias; gozan de 
autonomía para la gestión de sus 
intereses, teniendo derechos propios, 
entre otros, el regulado en el numeral 3 
del artículo 283 Superior que establece: 
“Administrar los recursos y establecer 
los tributos necesarios para el 
cumplimiento de sus funciones”.  
 
3.2. PARTES EN EL 
PROCEDIMIENTO DE 
JURISDICCIÓN COACTIVA:  
 
Así las cosas y como lo citó la 
Sentencia C - 666 de 2000, ya referida, 
“es un privilegio exorbitante de la 
administración”, pues ella es a la vez 
Juez y parte, haciendo un rol del Juez 
totalmente parcializado a los puros 
intereses de la administración; pero no 
refiere como tampoco lo hace el 
Estatuto Tributario Nacional a la 
ausencia del derecho fundamental y 
garantía constitucional de defensa 
técnica. Entonces, se tiene que en dicho 
procedimiento, solo hay dos partes, 















3.3. AUSENCIA GARANTÍA 
PROCESAL AL DERECHO 
DE IGUALDAD Y DE 














La gráfica anterior, describe con 
claridad como al particular / ejecutado, 
bajo ninguna garantía procesal se le 
materializa su Derecho a la Igualdad, 
primero porque la Administración o 
específicamente la D.I.A.N., representa 
dos roles: 1) Demanda la ejecución, 2) 
Decide el asunto; en segundo lugar, 
porque no bastando la desigualdad 
procesal, bajo ninguna premisa se le 
garantiza el pleno ejercicio de su 
Derecho de Defensa técnica; pues éste 
no lo contempla el Estatuto Tributario 
Nacional, ni sus modificaciones, como si 
en contrario, se dispone en el ámbito del 
Derecho Penal, cuando el artículo 
segundo de la Ley 941 del 14 de Enero 
de 2005 señala que: “Cobertura. El 
Sistema Nacional de Defensoría Pública 
prestará sus servicios en favor de las 
personas que por sus condiciones 
económicas o sociales se encuentran 
en circunstancias de desigualdad 
manifiesta para proveerse, por sí 
mismas, la defensa de sus derechos. 
También se prestará por las 
necesidades del proceso previstas en el 
inciso 2° del artículo 43 de la presente 
ley, en cuyo caso el imputado o 
acusado pagará al Sistema la totalidad 
de los honorarios y gastos causados”. 
Vemos entonces, como en el ámbito 
penal, el Estado es garantista entre 
otros, del derecho a defensa técnica, 
aquí deprecada, especialmente para 
aquellas personas que por condiciones 
económicas o sociales, se encuentren 
en desigualdad. 
 
Así  las cosas, todos los procesos de 
cobro coactivo adelantados por las 
entidades territoriales o Unidades 
Administrativas Especiales de Orden 
Nacional, como el caso de la Dirección 
de Impuestos y Aduanas Nacionales, en 
adelante D.I.A.N., que está adscrita al 
Departamento de Hacienda y Crédito 
Público, no garantizan la defensa 
técnica en dicho procedimiento, pues no 
consagra la figura del Defensor Público, 
para aquellas personas de escasos o 
pocos recursos económicos que tengan 
las posibilidades de contratar un 
abogado de confianza; y tampoco es 
éste un impedimento para la 
continuación del proceso jurisdiccional; 
por el contrario, éste sigue su curso 
normalmente, a tal punto que podría 
vulnerarse derechos  fundamentales 
como la defensa e igualdad de los 
ejecutados(as). Problemática que 
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involucra a aquellas personas en 
condición especial, que deberían ser 
protegidas por el Estado Colombiano, 
para garantizarle condiciones de 
igualdad real y efectiva, que posterior y 
muy seguramente podrían versen 
afectados con hasta el remate de sus 
bienes materiales, sin pasar por alto, 
también las consecuencias negativas 
del previo embargo de los mismos. 
Corolario de lo anterior, se tiene que el 
fundamento o trámite procedimental de 
los cobros coactivos, rayan con el 
mandato Constitucional, descrito en el 
artículo 13 Superior, pues en su tenor 
señala: “El Estado promoverá las 
condiciones para que la igualdad sea 
real y efectiva, y adoptará medidas en 
favor de grupos discriminados y 
marginados. El Estado protegerá 
especialmente a aquellas personas que 
por su condición económica, física o 
mental, se encuentren en debilidad 
manifiesta (…)” (Cursivas textuales, 
subrayas propias); entonces, por lado 
alguno, se observa que el Estado a 
través del proceso de jurisdicción 
coactiva proteja especialmente a 
aquellas personas que por su condición 
económica se encuentren en debilidad 
manifiesta, como titulares de derechos o 
en sus bienes. 
 
3.4. PROCEDIMIENTO PARA 
ADELANTAR EL COBRO 
COACTIVO/RATIFICACIÓN 
DE LA AUSENCIA DEL 
DERECHO A DEFENSA 
TÉCNICA. 
Para confirmar, corroborar o ratificar lo 
anterior, se tiene que el artículo 823 del 
Estatuto Tributario Nacional (Ley 624 de 
1989 con sus modificaciones), señala o 
establece que: “para el cobro coactivo 
de las deudas fiscales por concepto de 
impuestos, anticipos, retenciones, 
intereses y sanciones, de competencia 
de la Dirección General de Impuestos 
Nacionales (Hoy UAE Dirección de 
Impuestos y aduanas nacionales), 
deberá seguirse el procedimiento 
administrativo coactivo”;  entonces, 
¿Cuál es ese procedimiento?; a 
continuación se analizará las etapas 
procesales para determinarse si en ellas 
se garantiza la defensa al ejecutado, 
pero desde la perspectiva de “Defensa 
Técnica”, la cual se entiende según la 
Corte Constitucionalidad en Sentencia 
de Constitucionalidad No. 069 del año 
2009 como: “La Corte ya ha tenido 
11 
 
ocasión de referirse a la importancia y 
características de la defensa técnica en 
materia penal, para advertir que hace 
parte del núcleo esencial del debido 
proceso, cuyo propósito no es otro que 
ofrecer al sindicado el acompañamiento 
y la asesoría de una persona con los 
conocimientos especializados para la 
adecuada gestión de sus intereses”; con 
posterioridad y para el año 2011, la 
Corte establece la diferencia entre 
defensa material y defensa técnica en el 
campo penal, que aquí igualmente se 
invoca, pues solo se materializa en los 
procesos de jurisdicción coactiva la 
defensa material; frente a ello dijo la 
Corte en Sentencia de 
Constitucionalidad No. 127 de 2011. “De 
conformidad con las garantías 
reconocidas en la Constitución y los 
tratados de derechos humanos, la Corte 
ha aceptado que el ejercicio del derecho 
a la defensa en materia penal 
comprende dos modalidades, la defensa 
material y la defensa técnica. La 
primera, la defensa material, es aquella 
que le corresponde ejercer directamente 
al sindicado. La segunda, la defensa 
técnica, es la que ejerce en nombre de 
aquél un abogado escogido por el 
sindicado, denominado defensor de 
confianza, o bien a través de la 
asignación de un defensor público 
proporcionado directamente por el 
Estado a través del Sistema Nacional de 
Defensoría Pública”.;  en el mismo 
sentido, la Enciclopedia Jurídica 
(Edición 2014), refiere a la figura de 
defensa técnica como: “Consiste en el 
hecho de actuar un abogado dirigiendo 
la defensa de una de las partes. En 
general esta defensa es obligatoria en 
los procesos civil, penal y contencioso 
administrativo, si bien existen 
algunas excepciones que las 
leyes procesales respectivas 
establecen”; este último referente, indica 
la obligatoriedad de la defensa técnica 
entendida como presencia y asesoría de 
un abogado en los procesos de 
diferente naturaleza. 
 
Retomando el estudio sobre las etapas 
procedimentales para el cobro 
jurisdiccional coactivo por la D.I.A.N., 
estas se encuentran descritas o 
señaladas entre los artículos 824 al 842 
del citado Estatuto (en adelante E.T.N.); 
veamos: En primer lugar, el funcionario 
competente de la misma administración, 
que según el artículo 824 del E.T.N. 
pueden ser: “El Subdirector de Recaudo 
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de la Dirección General de Impuestos 
Nacionales, los Administradores de 
Impuestos y los Jefes de las 
dependencias de Cobranzas. También 
serán competentes los funcionarios de 
las dependencias de Cobranzas y de las 
Recaudaciones de Impuestos 
Nacionales, a quienes se les deleguen 
estas funciones”; expide un 
mandamiento de pago ordenando la 
cancelación de las obligaciones 
pendientes y los intereses a la tasa 
legal, que por lo general es a la máxima 
establecida en la ley (tasación que hace 
la misma administración), dicho 
mandamiento debe notificarse 
personalmente al deudor, herederos o 
deudores solidarios, según el caso; con 
lo anterior, se tiene que las acciones de 
cobro coactivo no se extinguen con la 
muerte del deudor, pues puede 
perseguirse a sus herederos; en el 
evento de imposible notificación 
personal, se procede a notificar vía 
correo; para ello, el artículo 828 del 
E.T.N., establece qué son títulos 
ejecutivos, pues con base en ellos es 
que se expide el mandamiento de pago, 
únicamente cuando sean exigibles a la 
luz de la ley; entonces, son títulos 
ejecutivos, los siguientes: “1. Las 
liquidaciones privadas y sus 
correcciones, contenidas en las 
declaraciones tributarias presentadas, 
desde el vencimiento de la fecha para 
su cancelación. 2. Las liquidaciones 
oficiales ejecutoriadas. 3. Los demás 
actos de la Administración de Impuestos 
debidamente ejecutoriados, en los 
cuales se fijen sumas líquidas de dinero 
a favor del fisco nacional. 4. Las 
garantías y cauciones prestadas a favor 
de la Nación para afianzar el pago de 
las obligaciones tributarias, a partir de la 
ejecutoria del acto de la Administración 
que declare el incumplimiento o 
exigibilidad de las obligaciones 
garantizadas. 5. Las sentencias y 
demás decisiones jurisdiccionales 
ejecutoriadas, que decidan sobre las 
demandas presentadas en relación con 
los impuestos, anticipos, retenciones, 
sanciones e intereses que administra la 
UAE Dirección de Impuestos y aduanas 
nacionales”; actos administrativos que 
deben estar ejecutoriados, es decir, en 
firme, cuyos efectos solo se dan, entre 
otros, cuando en contra de los mismos 
no proceda recursos, o que estos se 
hayan decidido desfavorablemente a los 
intereses del recurrente, o que el 




Una vez notificado el deudor, éste 
cuenta con quince (15) días hábiles 
para tomar dos (2) caminos: uno, pagar 
el monto señalado en el mandamiento 
de pago con los intereses respectivos; o 
dos, proponer excepciones, éstas 
últimas son taxativas y están 
consagradas en el artículo 831 del 
E.T.N, las cuales son: “1. El pago 
efectivo, 2. La existencia de acuerdo de 
pago, 3. La de falta de ejecutoria del 
título, 4. La pérdida de ejecutoria del 
título por revocación o suspensión 
provisional del acto administrativo, 
hecha por autoridad competente, 5. La 
interposición de demandas de 
restablecimiento del derecho o de 
proceso de revisión de impuestos, ante 
la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, 6. La prescripción de la 
acción de cobro, y 7. La falta de título 
ejecutivo o incompetencia del 
funcionario que lo profirió”; las mismas, 
deben acreditarse documental y/o 
probatoriamente, además con una carga 
argumentativa y jurídica; el funcionario 
competente -recuérdese que es el 
mismo funcionario de la administración- 
decidirá sobre la excepción o 
excepciones propuestas, en el evento 
de darse por probadas se terminará el 
proceso y se ordenará el levantamiento 
de las medidas preventivas, que pueden 
referirse al embargo y/o secuestro; en el 
caso contrario, esto es, que no se den 
por probadas las excepciones, se 
expide una resolución que ordena 
seguir adelante la ejecución, esto es, el 
remate de los bienes embargados y 
secuestrados, cuyos actos ya hicieron 
materializada las medidas cautelares o 
preventivas; contra esta decisión solo 
cabe el recurso de reposición ante el 
Jefe de la División de Cobranzas –
funcionario de la administración- (según 
señala el artículo 834 del citado 
Estatuto); solo esta decisión de no dar 
por probadas las excepciones, es 
susceptible de demandarse ante el 
Contencioso Administrativo, proceder 
que no suspende el proceso 
jurisdiccional pero sí la diligencia de 
remate; en el evento de que en el 
traslado al ejecutado este no proponga 
excepciones o las proponga 
extemporáneamente o no cancele lo 
señalado en el mandamiento de pago 
se ordenará seguir adelante con la 
ejecución; esto es, secuestro, avalúo y 
el remate de sus bienes; para cuyo 
monto se tendrá en cuenta además, los 
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gastos en que incurrió la administración 
para adelantar la ejecución. En firme el 
avalúo, corresponde a la D.I.A.N. 
adelantar la diligencia de remate 
directamente o a través de entidades 
particulares o públicas, esta diligencia 
tiene la particularidad que de no 
lograrse la licitación después del tercer 
intento, se adjudicará dicho bien a la 
Nación.  
En cualquier etapa que se adelante en 
el procedimiento administrativo de cobro 
coactivo, el ejecutado podrá proponer y 
lograr un acuerdo de pago que 
suspenda el proceso, pero en caso de 
incumplimiento se reanudará el mismo 
con el cobro de los intereses de todos 
los meses, incluidos los meses que se 
suspendieron para intentar acordar el 
pago. 
 
Corolario de los tres (3) incisos 
anteriores, se tiene que por lado alguno 
se observa una garantía del Derecho a 
la Defensa Técnica, en los siguientes 
sentidos o así: Una vez notificado el 
mandamiento de pago, se le informará 
al ejecutado que tiene derecho a ejercer 
su defensa a través de un abogado de 
confianza, en caso de no contar con 
recursos, el Estado a través del Sistema 
Nacional de Defensoría Pública le 
asignará uno; o también podría ser, 
notificado el mandamiento de pago al 
ejecutado se le expresará que de no 
contar con los recursos económicos, 
podrá solicitar a la administración el 
amparo de pobreza, para el ejercicio de 
su defensa técnica. 
 
No obstante y en contrario a lo 
pretendido o resaltado con la presente 
investigación, se tiene que la Ley 6 de 
1992, modificatoria de los artículos del 
Decreto 624 de 1989, por el cual se 
expidió el Estatuto Tributario, en su 
capítulo V, titulado “procedimiento 
administrativo de cobro” refiere a las 
actuaciones administrativas, 
procedimiento, recursos, términos y 
hasta la forma de designación de los 
auxiliares (artículo 90 de la Ley 6 de 
1992, que adiciona el artículo 843-1 del 
Decreto 624 de 1989), referente a los 
auxiliares, señala que la administración 
podrá “1. Elaborar listas propias. 2. 
Contratar expertos. 3 Utilizar la lista de 
auxiliares de la justicia."; 
desentendiéndose de la garantía 
constitucional del Derecho a la Defensa 
de los ejecutados, pues no se señala 
que para su defensa técnica, la 
15 
 
administración solicitará la intervención 
de Defensor Público -repítese- o 
medidas diferentes que efectivicen este 
derecho deprecado; pero sí por el 
contrario, refiere que los gastos del 
procedimiento administrativo de cobro 
coactivo, entre otros, el costo o gasto de 
esos auxiliares de justicia deberán ser 
cancelados por el 
contribuyente/ejecutado (artículo 89 de 
la Ley 6 de 1992, que adiciona el 
artículo 836-1 del Decreto 624 de 1989), 
ciudadano que no tuvo recursos para 
pagar un abogado que le representara; 
que tampoco la autoridad administrativa 
prevaleciera su derecho, al designarle 
un abogado Defensor Público; pero que 
sí, deberá no solo pagar la obligación, 
sino todos los gastos incurridos por la 
administración, o que simplemente al 
serle rematado algún bien, de ahí se 
cubrirán.  
 
Así las cosas, el procedimiento 
establecido en el Estatuto Tributario, 
desborda la real racionalidad de los 
procedimientos conforme a la 
Constitución, pues en esta se pregona 
el respeto a los Derechos 
Fundamentales, siendo ellos también la 
igualdad y la defensa dentro del marco 
de un debido proceso. Así lo sostienen 
(Jiménez Ramírez & Arboleda Ramírez, 
2014) al afirmar que: “(…) La existencia 
de la democracia en una constitución 
exige respetar la racionalidad de los 
procedimientos; podrá una norma 
reformarse indefinidamente, siempre y 
cuando, se cumpla con los 
procedimientos contemplados en la 
norma de instauración democrática”; es 
decir, puede una norma como la que 
define el Estatuto Tributario reformarse 
y/o modificarse, cuantas veces lo ha 
hecho, pero dicho procedimiento  debe 
conservar siempre los parámetros 
Constitucionales, como el debido 
proceso, al garantizarse el derecho a 
defensa e igualdad. 
 




Veamos al respecto qué ha sostenido 
de antaño, la Jurisprudencia de la Alta 
Corte Suprema de Justicia, esto es, 
desde el 13  de agosto de 1936.-G.J. Nº 
1911.,"(...) Uno de esos privilegios es la 
jurisdicción o facultad coactiva, en virtud 
de la cual el Estado, (…) haciendo 
confundir aparentemente en el 
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empleado que ejerce la jurisdicción los 
caracteres de juez y parte. Esta facultad 
es uno de los privilegios exorbitantes de 
las personas administrativas, según lo 
expresa el notable publicista M. 
Hauriou. Este privilegio, el de que las 
personas administrativas no litigan con 
los individuos sobre un pie de perfecta 
igualdad, ha dado nacimiento a la 
jurisdicción coactiva, sin la cual 
seguramente la comunidad social no 
obtendría en tiempo oportuno 
los  recursos que le son necesarios para 
atender a las exigencias de la 
administración pública”; indicativo ello 
que de tiempos remotos, 
jurisprudencialmente se ha sostenido 
que no existe un plano de igualdad en 
Los procedimientos de jurisdicción 
coactiva adelantados por la 
administración, justificado ello, en 
garantizar las exigencias de la 
administración pública. 
Con posterioridad, 
Jurisprudencialmente, la Corte 
Constitucional a través de una 
Sentencia de Tutela No. 445 del año 
1994, señaló que el proceso de 
jurisdicción coactiva de naturaleza 
administrativa, tiene como objetivo 
hacer efectiva la orden dictada por la 
administración de cobro de una 
obligación tributaria, en contra de un 
particular, siendo una prerrogativa de la 
que gozan algunas entidades de 
derecho público para cobrar créditos en 
su favor; a su vez, recalcó no ser un 
sistema que permita a las entidades la 
violación del derecho para el ejecutado, 
insistiendo que si la Administración 
llegare a violar el debido proceso dentro 
de procedimientos de jurisdicción 
coactiva, caben los correctivos 
jurisdiccionales. 
 
Vemos como la primera jurisprudencia 
citada al inicio del presente artículo, es 
decir, la Sentencia C-666 del año 2000,  
es expedida bajo la órbita de la actual 
Constitución Política de 1991; por su 
parte, el segundo referente 
jurisprudencial, corresponde al año 
1936, en vigencia de la Constitución de 
1886; ello remite a considerar que en 
Colombia, el cambio de estructura 
estatal en materia de protección de 
derechos de los ciudadanos, con el 
nacimiento de la Constitución Política de 
1991, siguió a la par a los paradigmas 
que se manejaban en vigencia de la 
Constitución Nacional de 1886, es decir, 
la legislación no cambió bajo la égida 
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del nuevo Derecho Constitucional en 
Colombia; en el evento o paradigma de 
ausencia de garantía del derecho a 
defensa técnica en los procedimientos 
jurisdiccionales; pues tal y como se 
explicó en el procedimiento, tenga o no 
defensor, el proceso continúa en contra 
del ejecutado, solo requiriéndose el 
hecho de notificación de mandamiento 
de pago; no siendo un requisito sine 
quanon la necesidad de proteger los 
intereses patrimoniales de los 
ejecutados con un profesional en 
derecho para ello capacitado, que 
pueda ser como en el sistema Penal 
Colombiano, garantizado mediante la 
Institución o Sistema Nacional de 




Como resultados de la investigación, se 
obtuvo lo siguiente:  
- Existe una desigualdad en el 
procedimiento de cobro coactivo, 
toda vez que la D.I.A.N., ejerce 
funciones de ejecutante (quien 
demanda o da inicio a la acción), 
y de Juez, pues es quien a su 
vez, decide el asunto; contra el 
ejecutado, es decir, el 
particular/deudor de la obligación.  
 
- A través del procedimiento de 
cobro coactivo adelantado por la 
Dirección de Impuestos y 
Aduanas Nacionales (D.I.A.N.), 
no se garantiza en ninguna de 
sus etapas procesales, el 
derecho a la defensa técnica.  
 
- El Derecho a la Defensa técnica 
Constitucionalmente establecido 
y así ratificado por la 
Jurisprudencia Colombiana, se 
garantiza en el ámbito penal, más 
no en los procesos de jurisdicción 
coactiva. 
 
- Jurisprudencialmente se ha 
sostenido y aún se sostiene que 
es un “privilegio exorbitante de la 
administración”, justificada ello en 
el amparo del interés general, por 
encima del o de los derechos de 




Lo encontrado, significa no otra cosa, 
que en materia de jurisdicción coactiva 
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o cobro coactivo adelantado por la 
Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales (D.I.A.N.) para la 
recuperación de dineros adeudados por 
los ciudadanos, en favor de la 
administración; no se establece en su 
procedimiento, como tampoco en la 
práctica, la real garantía del Derecho de 
Defensa Técnica, como si lo hace el 
Estado en el ámbito penal al garantizar 
a los Colombianos de condiciones 
económicas o sociales especiales, la 
asesoría y acompañamiento de un 
profesional en Derecho, a través del 
Sistema Nacional de Defensoría 
Pública, materializándose así no solo el 
derecho a defensa material, sino 
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